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El tema de los decretos-leyes es, actualmente, uno de los mas de-
batidos, no solo ‘por la doctrina, sino que se encuentra-en el centro
de un importante debate politico, que ha saltado mas alld de los si-
lenciosos muros de las Facultades, para pasar a interesar de una ma-
nera inmediata al ciudadano medio.

De ahi que nos parezca oportuno sistematizar la posicién que nues-
tro Tribunal Constitucional ha adoptado ya sobre algunos de los pro-
blemas que, indudablemente, van a tener lugar a proposito del debate
aludido. '

En este sentido, hay que sefialar que la problematica referida a
los decretos-leyes ha sido ya tratada por nuestro Tribunal Constitu-
cional en dos importantes sentencias, que han aclarado algunos de
estos temas, si bien, hemos de indicar que se desprende del estudio
de ambas sentencids una cierta evolucién, que intentaremos poner de
manifiesto, y gque.permite destacar el caracter vivo que necesaria-
" mente tiene la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

Los aspectos mas importantes son posiblemente los siguientes:

1. CARACTER DE LOS DECRETOS-LEYES EN EL CUADRO DE NORMAS DE LA
CONSTITUCION :

Prescindiendo ahora de los aspectos tedricos, dado el caracter es-
trictamente jurisprudencial, de este trabajo, entendemos que se ha
producido una importante variaciéon en la posicién con que debe acu-
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dir el intérprete frente a los decretos leyes al wariar, quizd sensible-
mente también, la posicion misma del Tribunal.

En efecto, en la primera sentencia, de 31 de mayo de 1982 (<BOE»
numero 53, de 28 de junio), prima, a nuestro entender, el caracter ex-
cepcional que han de ocupar -tales instrumentos normativos, dentro
del cuadro general de medios previstos en nuestra Constitucion.

En esta sentencia, en el fundamento primero, el Tribunal, tras
sefialar que las consecuencias del articulo 66 de la Constituciéon con-
lleva «el reconocimiento indiscutible de que las Cortes Generales son
las depositarias de la potestad legislativa en su ejercicio ordinario»,
y-la «primacia de la ley~», afiade: <El Gobierno podra dictar normas
con rango de ley..., en los supuestos de extraordmarla. ¥y urgente
neces1dad (decretos-leyes) pero esta p051b1hdad se conﬁgura no obs-
tante, como una excepcién al proced1m1ento ordinario..

_Pues bien, en la segunda sentencia, nimero 6/1983, de 4 de febre-
ro (BOE~de 9 de Iarzo), este cardcter excepcional queda diluido sin
b.erjuicio de insistir en la existencia de estrictos limites a-la emana-
¢i6én de los ‘decret’bs-leyes que como tales limites, en la primera de las
sentencias 'se hacian denvar precma,mente de ese caracter excep~
cional. : SRR :

"Ahora, por el contrario, ‘se afirma, desde luego, la existencia de
tales limites, pero teniendo en cuenta - que se conectan, sin mas, a la
directa redaccxon del articulo 86 de’ Ia Constitucién espafiola, catego-
rizandose, ademas, de «solucién flexible», flexibilidad ésta en la gque
luego (fundamento séptlmo) insistird el Ponents, vy que aphcara ade-
més, a la descnpcmn de la situacién de urgencia.

‘_ _En efecto, como sefiala’sobre este punto la sentencia: «De este modo,

nuestra Constituciéon ha ddoptado tina solucién flexible y matizada;
fe'spectb‘de'l"’fenéme'ri"o del déCi‘e’td ley, gue, por una parte, no.lleva
a su completa proscr1p01on en aras del mantenimiento de una rigida
separacién de los poderes ‘no $e limita'a permitirlo en forma total-
mente excepcional en situaciories de necesidad absoluta.»

Puede ya aqui observarse un cambio importante en la posicién del
Tribunal. En la primera sentencia, se, parte del caracter rigurosamen-
te excepcional del decreto-ley, en el que abunda posteriormente tam-
bién esta primera sentencia, mas adelante en el mismo fundamento
primero, cuandd sefialdba que: «Tales requisitos, én cuanto a los de-
cretos-leyes, estan recogidos en la Constitucion espafiola, configurando
tres bloques definidos: “A) 1 exigéncia de que el decreto-ley se dicte
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exclusivamente para afrontar una situacion de extraordinaria y ur-
gente necesidad.» _

Si lo comparamos con la afirmaciéon anterior de la segunda sen-
tencia, podemos extraer como conclusién que la jurisprudencia se
mueve en un contexto mas amplio, en cuanto a su. concepcién del
uso que puede hacerse de esie instrumento normativo, lo cual queda
corroborado si observamos cémo el Tribunal sefiala a continuacion:
«Nuestra Constitucion ha contemplado el decreto-ley como un ins-
trumento normativo del que es posible hacer uso para dar respuesta
a las perspectivas cambiantes de la vida actual siempre que su utili-
zacion se realice bajo ciertas cautelas.»

Se observa, pues, con facilidad, cémo frente a la mas ortodoxa y
clasica posicién mantenida en la primera sentencia, el Tribunal consi-
dera que el decreto-ley es un instrumento util, no sélo en situaciones
realmente urgentes, sino gue, dentro de estas «ciertas» cautelas, la
situacion de referencia ha de ser urgente, pero sin la carga de rigu-
rosa excepcionalidad con que se configuraba en la primera sentencia.
Sin convertirse en un instrumento alternativo al legislador ordinario,
lo cierto es que a partir de esta segunda sentencia, gueda enorme-
mente facilitada la emanacion de los decretos-leyes, en comparacién
con las rigurosas cautelas que se exigian de acuerdo con la primera.
Ello nos lleva a examinar, precisamente, como segunda variacién en
esta jurisprudencia, el concepto de urgencia como presupuesto habi-
litante de la emanacién de decretos-leyes.

2. LA URGENCIA

A Desde una perspectiva muy general, hay que senalar que no de-
berian existir grandes dificultades en orden a definir qué sea urgen-
te, ya que si examinamos el articulo 86 de la Constitucién espafiola,
que habla de «extraordinaria y urgente necesidad», tendrian que dar-
se todos estos requisitos simultaneamente, de suerte que no se daria
este concepto en su plenitud si nos encontraramos ante casos de «or-
dinaria y urgente oportunidad~», o de «extraordinaria y comin nece-
sidad» o de «extraordinaria y urgente oportunidad», ya que en tales
supuesios no se conjugan, tedéricamente al menos, los tres requisitos
exigidos por la Constitucién, para habilitar un caso indiscutido de
produccion de decretos-leyes; y mas concretamente, por lo que se
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refiere a la problematica de la urgencia, habria que sehalar que
considerada en términos linglisticos, supone una situacién perentoria
e inminente, capaz de provocar en si misma una actuacién indispensa-
ble que apremie imperativamente, y exija su cobertura normativa.

Pues bien, sobre el tema de la urgencia, no se ha producido, ictu
oculi, un cambio en la posicion del Tribunal Constitucional. No obs-
tante ello, podemos afirmar que si no se trata de un cambio en sen-
tido estricto, si cabe afirmar gue se ha matizado este punto, y que
ha sido hecho desde una perspectiva ampliatoria del concepto «ur-
gencia», de suerte que a partir de la segunda sentencia se fortalece
la posicién del Ejecutivo en esta materia.

En efecto, en la primera sentencia ya se calificaba toda la posi-
bilidad de emanar los decretos-leyes como una excepcién al procedi-
miento legislativo ordinario, excepcion basada en razones de urgencia,
destacandose que tal urgencia exclusivizaba la posibilidad de emanar
tales decretos-leyes, y que como limite a tal posibilidad, se encon-
traba la de que esta situacién urgente y extraordinaria no pudiera
ser atendida por la via del procedimiento de urgencia (limite que se
contintia exigiendo actualmente).

En la segunda sentencia se profundiza en esta linea de libera-
lizacién del concepto de urgencia, al seftalarse que «...la necesidad
justificadora de los decretos-leyes no se puede entender como una
necesidad absoluta que suponga un grave peligro para el sistema
constitucional o para el orden publico entendido como normal ejer-
cicio de los derechos fundamentales y libertades publicas y normal
funcionamiento de los servicios publicos, sino que hay que entenderlo
con mayor amplitud, como necesidad relativa respécto de situaciones
concretas de los objetivos gubernamentales que, por razones dificiles
de prever, requieren una accién normativa inmediata en un plazo
mas breve que el requerido por la via normal o por ¢l procedimiento
de urgencia para la tramitacion parlamentaria de las leyes». Y para
ello, esta segunda sentencia se apoya en dos consideraciones: «Por
una parte, el que nuestra Constitucién separe el tratamiento de las
situaciones que pueden considerarse como de extraordinaria y urgen-
te necesidad que dan lugar a estados de alarma, excepcidén y sitio,
que define el articulo 118 y que regule, en cambio, en otra sede siste-
matica diferente, 1a necesidad justificadora de los decretos-leyes; ¥
por otra parte, el hecho de que el ambito de actuacion del decreto-ley
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como instrumento normativo no se defina de manera positiva, sino
que se restrinja de modo negativo mediante una lista de excepciones.
Por todo ello hay que concluir que la utilizacién del decreto-ley, mien-
tras se respeten los limites del articulo 86 de la Constitucion, tiene
que reputarse como una utilizacion constitucionalmente licita en to-
dos aquellos casos en que hay que alcanzar los objetivos marcados
para la gobernacicn del pais, que por circunstancias dificiles o impo-
sibles de prever requieren una accion normativa inmediata o en que
las coyunturas econémicas exigen una rdpida respuesta.»

Puede observarse como en esta segunda sentencia se establece una
ampliacion de los supuestos aplicativos del concepto de urgencia.

De una parte, se establece una aceptable flexibilidad interpreta-
tiva en el concepto, ya que se insiste en la necesidad de entenderlo
«con mayor amplitud»> que el caso arquetipico de «peligro grave para
el sistema constitucional o el orden publico». Ademéas del supuesto,
enormemente esclarecedor, del caso «en que las coyunturas econdémi-
cas exigen una rapida respuesta».

En suma, entendemos que se va afirmando una linea de amplia-
cién sobre el concepto de urgencia, que pasa a ser utilizable no sélo
para casos realmente graves, sino simplemente necesarios, en aten-
cién a las circunstancias, muy especialmente las de caracter econo-
mico, tal como ilustra precisamente esta segunda sentencia, dictada
en un momento totalmente alejado de la crispacién, que pudiera pen-
sarse que ha de existir en el tratamiento que merezcan otros asuntos.

3. CONTROL DE LA URGENCIA

Resultan en gran parte coincidentes las dos sentencias, en el aspec-
to referido al control de la urgencia, donde la segunda sentencia se
remite en parte a la primera.

En esta primera sentencia, el Tribunal Constitucional habia se-
falado que... «el aseguramiento de estos limites {los que la Constitu-
cion espaiiola impone a los decretos-leyes), la garantia de que en el
ejercicio de esta facultad, como de cualquier otra, los poderes publi-
cos se mueven dentro del marco trazado por la Constitucién es, evi-
dentemente, funcién propia de este Tribunal Constitucional». Y en
esta linea, reconoce que «el peso que en la apreciacion de lo que haya
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de considerarse urgente necesidad es forzoso conceder al juicio pura-
mente politico de los 6rganos a los que incumbre la direccién expli-
cita del Estado, no puede ser obstaculo para extender también el exa-
men sobre la competencia habilitante al conocimiento del Tribunal
Constitucional, en cuanto sea necesario para garantizar un uso del
decreto-ley adecuado a la Constitucién».

'Y anade en este sentido el Tribunal Constitucional a continuacion:
«El Tribunal Constitucional podra, en supuestos de uso abusivo o
arbitrario, rechazar la definicién que los érganos politicos hagan de
una situacion determinada como caso de extraordinaria y urgente
necesidad, de tal naturaleza que no pueda ser atendida por la via
del procedimiento de urgencia», y sobre este punto, insiste la segunda
sentencia al sefialar gue: «la necesidad justificadora de los decretos-
leyes no se puede entender... sinc que hay que entenderla con mayor
amplitud, como necesidad relativa... que por razones dificiles de en-
tender requieren una accién normativa inmediata en.un plazo mas.
breve gue el requerido por la via normal o por el procedimiento de
urgencia para la tramitacion parlamentaria de las leyes.»

Por tanto, en ambos casos se confirma que limite a la considera-
cién de lo gue sea o no sea urgencia es la disponibilidad de tiempo,
mediante un calculo consistente en saber si pudo tramitarse por el
procedimiento' legislativo de. urgencia. Péro en todo caso, conviene
insistir en que el Tribunal Constitucional es perfectamente compe-
tente para entender lo que sea 0 no sea urgencia, que como ial con-
cepto juridico indeterminado tiene unos limites, traspasados los cua-
les nos encontramos sin méas ante la arbitrariedad o el abuso; lo que
supone en este caso la inconstitucionalidad.

A efectos de los medios de control que el Tribunal Constitucional
puede utilizar, hay que recordar que son coincidentes ambas senten-
cias en sefialar que, para conocer si es perfectamente legitima la pro-
duccioén de un decreto-ley, hay que establecer un doble parametro. En
primer lugar comprobar si no se han in_cluido en el campo de norma-
cion de tal decreto-ley determinadas materias (luego estudiaremos
mas detenidamente este punto); y, en segundo lugar, establecer la
«conexién entre esta facultad legislativa excepcicnal y la existencia
de un presupuesto habilitante concreto: el caso de extraordinaria y
urgente necesidad» (primera sentencial; como sefiala la segunda sen-
tencia... «corresponde a este Tribunal el examen de la constituciona-
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lidad o inconstitucionalidad formal de la norma, 1o que ha de reali-
zarse a través de dos vias: el ajuste de la misma en ‘concreto a la.
relacion genérica de materias que el decreto-ley puede comprender;

v la observancia de la relacién de adecuacién entre la respuesta nor-
mativa dada a la situacién motivadora y la urgencia que la justifico,
pues, aunque la observancia de los limites genéricos del articulo 86
de la Constitucién pueda haber existido y el Congreso de los Dipu-
tados pueda haber homologado el decreto-ley, siempre tendra que ser
la respuesta normativa adecuada congruentemente con la situacion
de necesidad alegada, como titulo habilitante de la puesta en marcha
de esta fuente del Derecho.»

El Tribunal Constitucional controls, pues, tanto los medios, la re-
lacién entre la situacién y la produccién de un decreto-ley, como la
eliminacién de aquellas materias que mdudablemente no pueden ser
. ob]eto de un decreto -ley.

4, LA EXCLUSION DE DETERMINADAS MATERIAS COMO LIMITE A LA POTESTAD:
'DE EMANAR DECRETOS-LEYES. LA POSICION DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Ahora bien, lo cierto es que la exclusion de tales materias es difi-
cil, y atin mas hay que éxtrernar la cautela a la hora de pronunciarse,
puesto que agui es donde se va a cenirar el debate tal como ha ocu-
rrldo en el Congreso de los Dlputados, sobre la futura utlhdad de este
instrumento normatlvo

. Desde la limitada perspectlva de este traba)o que solamente'
pretende resaltar cual es la actual toma de posicion del Tribu-
nal Constituciona] en la materia, hay que comenzar por destacar
que el Tribunal Const1tuc1onal no se ha pronunc1ado de una forma
expresa sobre este tema.

- Es cierto que ha tenido en cuenta la problematlca de los limites
de tales decretos-leyes en los dos casos que ha {ratado. Pero hasta
ahora lo ha hecho de forma totalmente -accidental, a modo de obiter
dicta, y sin poner como objetive-inmediato de sus pronunciamientos
la decisidén. sobre cuél sea el signifieado real de-tales limites, dentro
del sistema de produccién de los -decretos-leyes.

En efecto, en la primera de las sentencias, a propdsito de recabar
para el propio Tribunal Constitucional el control sobre los decretos-
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leyes —y mas concretamente dentro de un discurso que pretende sefia-
lar qué entiende el Tribunal Constitucional por urgencia a efectos
de su control—, sefiala entre paréntesis que entre los limites a la
potestad de promulgar decretos-leyes, se encuentra la exclusiéon de
determinadas materias, entre las cuales, desde luego, incluye <«el orde-
namiento de las instifuciones basicas del Estado, derechos y libertades
de los ciudadanos reguladas en el titulo primero, etc. (sic).

No puede dejar de reconocerse que en esta misma sentencia, el
Tribunal Constitucional, de cara a fijar el concepto del que parte
para encuadrar a los decretos-leyes, sefiala: «Tales requisitos, en cuan-
to a los decretos-leyes, estaran recogidos en la Constitucion espaifiola, -
configurando tres blogues definidos... b) la limitaciéon en cuanto a
la materia sobre la que puede incidir un decreto-ley, lo que supone
que en ningin caso pueda afectar al ordenamiento de las institucio-
nes basicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciu-
dadanos regulados en el titulo primero de la Constitucién espaifiola.»

Es decir, que, aparentemente, el Tribunal Constitucional habria re-
suelto ya en esta sentencia el tema que mas interés, y aun pasion,
ha despertado. Y ain mas, se habria afirmado de forma enfatica, toda
vez que se afirma que, «en ningtn caso pueda afectar a los derechos,
deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el titulo I...».

No obstante, entendemos que, pese a estda afirmacion, nada hay
resuelto. En efecto, si tomamos los estrictos términos de esta primera
sentencia, muy bien podria concluirse que, en efecto, no queda duda
alguna de que entre los limites impuestos a la emanacién de los
decretos-leyes se encuentra precisamente el titulo primero, en su in-
tegridad considerado, como la consecuencia inmediata de que <«en
ningan caso»... podria afectarse al derecho de propiedad, ni a ningin
otro derecho contenido en el titulo primero, por esta via.

Sin embargo, las cosas no son tan elementales como esta primera
visién pretende sefialar. Y ello, no sélo por la interdicciéon de inter-
pretar literalmente los términos de las sentencias, pretendiendo que
la estricta literalidad de los términos de una expresion se convierta
en férmula maégica, invocable en cualquier lugar, tal como la propia
jurisprudencia ha sefialado. Y tampoco es necesario acudir a una inter-
pretacion razonable (aunque sea obviamente necesarial, sino porque la
interpretacién en relaciéon con el contexto, que también es un medio
elemental de interpretar el sentido de las normas, impide llegar tan
claramente a la conclusién antes apuntada.
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En efecto, si observamos el contexto en que se encuentra el obiter
del Tribunal Constifucional, queda claro de forma inmediata y paten-
te que la intencién del Tribunal Constitucional, a propodsito de esta
declaracion, no es, en absoluto, resolver el problema de si los limites
concretos a la emanacién de un decreto-ley son o no son, especial-
mente, los referidos a la totalidad del titulo primero, o, por el con-
trario, se refieren solamente a los derechos fundamentales y liber-
tades publicas. El Tribunal Constitucional, en la declaracién que hace,
se limita a sistematizar el contenido del articulo 86 de la Constitucién
espafiola, de suerte que en esta manifestacion no decide absoluta-
mente nada; esquematiza las expresiones del articulo 86 de la Cons-
tituciéon espafiola, para no extraer, en este orden de cosas, ninguna
conclusion, ninguna pauta interpretativa, niguna consecuencia. El
Tribunal Constitucional se limita a reproducir en esquema las lineas
normativas del articulo 86 de la Constitucion espafiola, pero sin afiadir
nada que permita inferir que ha sido voluntad del Tribunal Consti-
tucional sefialar y resolver el problema que nos ocupa. Ain mas, por
no extraer consecuencias, es muy posible que la sentencia no hubiera
perdido un apice de inteligibilidad, si en vez de esquematizar el ar-
ticulo 88 de la Constitucion espaiiola se hubiera limitado a reprodu-
cirlo en su literalidad. Fl espiritu y la finalidad de la sentencia nada
tiene que ver en este caso con decidir sobre el contenido concreto
del apartado uno del articulo 86. Una interpretacién leal, que es la
inica que cabe en materia de constitucionalidad, obliga a considerar
que nada hay decidido sobre este tema, y que la libertad del Tribunal
Constitucional sobre este punto es absoluta y completa de cara al futu-
ro. No esta vinculada por ningln precedente.

Pretender extraer de un obiter dicta la conclusién que el tema so-
bre los limites del articulo 88 de la Constitucién espafiola estd ya
decidido, es algo absolutamenté fuera de lugar, puesto que del con-
texto en que este obiter dicta se pronuncia no puede extraerse la
conclusién de que el Tribunal Constitucional ha dicho lo que no ha
dicho, ni nada de este estilo. Si el Tribunal Constitucional, a propé-
sito de decidir los requisitos que tiene que reunir la emanacién de
un decreto-ley, parte simplemente de la diccién de la Constitucion
espaiiola, en su articulo 86 (1o que es obvio); v sentado lo cual, decide
que no extrae ninguna consecuencia especifica de su propia redaccion,
hemos de concluir que no ha existido una .auténtica declaracién de
voluntad del Tribunal Constitucional, en orden a definir cudles sean,
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en el futuro, las lineas en que han de moverse sus declaraciones en este
punto.

No es leal extraer abusivamente la conclusién de que el Tribunal
Constitucional se ha prounciado alli donde no lo ha hecho, maxime
en un tema tan delicado y dificil como el presente.

La libertad del Tribunal Constitucional es, pues, total en este pun-
to, sin perjuicio de que en el analisis de este articulo pueda el Tribu-
nal Constitucional tener en cuenta, como por lo demas es habitual en
toda la jurisprudencia, aquello .que mas util le parezca de sus propias

“sentencias.

Este mismo es el sentido que es necesario atribuir a la redaccior.
que se ofrece en la segunda sentencia, cuando en términos en todo
punto coincidentes con los expresados en la primera, exige en orden
a la produccién de un decreto-ley que se establezcan determinados
limites, y entre ellos que «... en ningin caso se afecte al ordenamien-
to de las instituciones basicas del Estado al de los derechos, deberes
y libertades de los ciudadanos regulados en el titulo primero». Como
puede observarse, la coincidencia entre ambos considerandos es prac-
ticamente total, e igualmente hemos de sefialar aqui que tampoco
el Tribunal Constitucional ha tenido como finalidad establecer de
forma rotunda y clara si el limite a la emanacion de los decretos-le-
yes esté4 constituido por la totalidad del titulo primero, o si bien sola-
mente por los derechos y libertades fundamentales. ’

Insistir, pues, aun a riesgo de ser reiterativos, que la finalidad, tam-
bién en esta segunda sentencia, no es la de resolver si dentro de esa
apelacién genérica al titulo primero se incluye o0 no se incluye la
totalidad o parte del mismo, sino que mas llanamente, y de forma
semejante a como hace la primera sentencia, se limita el Tribunal
Constitucional a repetir cuales son los limites a que hace referencia
el articulo 88 de la Constitucién espafiola. Sin extraer a estos efec-
tos tampoco ninguna otra conclusion, lo Que reitera que el Tribunal
Constitucional todavia no se ha decidido. Y consecuentemente puede
tomar cualquier decision al respecto. _ ‘

Por otro lado, y puesto que en este trabajo nos limitamos a resal-
tar los aspectos mas importantes de la jurisprudencia constitucional,
no insistiremos aqui y ahora sobre otros conocidos argumentos gque
afectan de forma inmediata al tema de la interpretaciéon de los limites
del articulo 86 de la Constituciéon espaiiola. ’
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5. NATURALEzZA DE LOS DECRETOS-LEYES

Abundando en otros temas, puestos de manifiesto en estas dos sen-
tencias, pasamos ahora a plantearnos cual sea la naturaleza de los
decretos-leyes, desde la perspectiva de la jurisprudencia Constitu-
cional. Previo examen del significado que comporta el llamado acto
de convalidacion. ’

Sobre este punto, ya seflalaba la primera de las sentencias, que...
«No puede considerarse que el decreto-ley, se haya convertido en ley
formal del Parlamento, tras el acuerdo de convalidacién, sino Unica-
mente que se ha cumplido con el requisito constitucional del que de-
pendia la pervivencia en el tiempo, con fuerza y valor de ley, de la
disposicion producto del ejercicio de la potestad normativa extraor-
dinaria que al Gobierno reconoce la Constitucién. En otras palabras,
el decreto-ley no se transforma en ley, es decir, no cambia su natu-
raleza juridica. Esta situacion es la misma en que se encuentra el de-
creto-ley en los supuestos que se acude a su tramitaciéh como proyec-
to de ley en el lapso de tiempo que transcurre entre la convalidacién
de totalidad como decreto-ley (art. 88, num. 2) y la publicacion en el
‘“‘Boletin Oficial del Estado” de la ley resultante de la referida trami-
tacién como proyecto de ley por procedimiento de urgencia (art. 86,
nuamero 3).» ’

Y para hacer esta afirmacion, sefiala el Tribunal Constitucional:
«<Todo ello es deducible no s6lo del sentido propio de los preceptos
constitucionales estudiados y los correspondientes de la LOTIC, que
configuran en este punto una realidad diferente a la que existe en
otras Constituciones que también contemplan la realidad de los de-

cretos-leyes, sino que también de lo dispuesto en el Reglamento del Con- -

greso de los Diputados, de 24 de febrero de 1982, en cuanto al procedi-
miento legislativo comun y especial (capitulos 11 y 111 del titulo V), y su
diferencia con el procedimiento especifico previsto para ejercitar el
control sobre las disposiciones del Gobierno con fuerza de ley (titu-
lo VD); asi como de la conveniencia de no alterar el orden constitu-
cional normal de elaboracion de las normas, impidiendo que se soslaye
el procedimiento ordinario de elaboracién de las leyes a través de
una utilizacion abusiva del decreto-ley.»

Y completando esta idea, sefiala el Tribunal Constitucional, ya en su
segunda sentencia, que: «Lo que el articulo 86.2 de la Constitucion
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llama ‘“‘convalidacion” es, mas genuinamente, una homologacién res-
pecto de la existencia de la situaciéon de necesidad justificadora de la
iniciativa normativa encauzada por ese camino», habiendo observado
con anterioridad que la fuerza de ley que se incorpora al decrefo-ley
tiene sus limites, que no son alterados por la existencia de la conva-
lidacion.

Es decir —y esto es interesante a efectos de comprobar la efica-
cia diferente entre un acto con simple fuerza de ley y una ley genui-
na en sentido estricto—, que tal como lo explicita el propio Tribunal
Supremo, «la convalidacién gue el Congreso de los Diputados puede
realizar de un decreto-ley, no produce una sanacién del mismo, si éste
fuera originariamente nulo por haberse producido extralimitacién,
pues la ‘‘sanacion” sélo podria producirse mediante su transforma- .
cién en ley una vez seguida la correspondiente tramitacién parla-
mentaria».

Es decir, que, a juicio del Tribunal Constitucional, el decreto-ley
es simplemente un acto con fuerza de ley, pero en modo alguno una
ley en sentido formal y estricto, de suerte que no le resulta predica-
ble la grandeza y majestuosidad de la ley parlamentaria, o ley en
sentido propio. Y ello tiene una consecuencia muy concreta, cual es
la de que este acto con fuerza de ley puede ser radicalmente nulo,
por extralimitacién, y quod nulum est, nullum effectum producit, sin
que el hecho de una aparente convalidacién pueda «sanar» en abso-
luto, tal nulidad radical, que consecuentemente ha de comunicarse
a la totalidad de los actos que tengan su apoyo o sean consecuencia
inmediata de la emanacién de tal decreto-ley. Asi, pues, la conse-
cuencia a extraer es que la afirmacién por el Tribunal Constitucional,
de que el decreto-ley es un acto con fuerza de ley, pero no es tal ley,
tiene una importancia capital, y puede funcionar como un auténtico
limite a los dictados de una mayoria parlamentaria, que pretendiera
sin mas, en apoyo de su Gobierno, convalidar abusivamente (por usar
la expresiéon del Tribunal Constitucional), un decreto-ley, dictado con
extralimitaciéon. Bien entendido que esta nulidad radical no se co-
munica, en modo alguno, a una ley tramitada en sustitucién del de-
creto-ley, y ello por varias razones.

En primer lugar, puesto que en ningin lado de la Constitucion se
sefiala tal posibilidad, ya encontramos un primer dato para rechazar
esta hipodtesis. Por otra lado, el instrumento normativo es absoluta-
mente distinto, y la nulidad de un determinado instrumento no tiene
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por qué comunicarse a otro. En tercer lugar, porque ello seria una
causa no escrita de nulidad de las leyes, que como tal, no puede ser
admitida en un sistema como el nuestro, donde las causas de nulidad
de las leyes estin perfectamente especificadas en la propia Constitu-
cién, ademéas de la gravedad que ello supone, va que la anulacion de
una ley comporta siempre consecuencias importantisimas. Sobre las
que no es necesario insistir ahora.

Es decir, que tal como hemos sefialado, existen numerosas razones
que impiden trasladar la nulidad de un decreto-ley, anulado por ex-
tralimitacion a la ley que, en definitiva, venga a sustituir a tal decre-
to-ley, cuando el mismo venga a ser tramitado como proyecto de ley,
por {ramite de urgencia. ' '

Ahora bien; si esto es asi, surge a continuacién un problema, cual
es el de saber si la ley tramitada en sustitucién de un decreto-ley anu-
lado por extralimitacién, mediante sentencia del Tribunal Constitu-
cional, puede contener disposiciones transitorias que, en definitiva,
vengan a sustituir en su integridad al decreto-ley anulado por extra-
limitacion, mediante retroaccién de sus efectos, y que vengan a per-
mitir que se solapen inmediata y directamente la ley de sustitucién y
el decreto-ley anulado por extralimitaciéon, como si la anulacién no
hubiera tenido lugar.

~Sin enfrar ahora en el complejo tema general de la retroactividad
en Derecho publico, hemos de sefialar que, asi como hemos puesto
de manifiesto gue no existe razon alguna para predicar la comunica-
.bilidad de la anulacién de un decreto-ley, por extralimitacion, a la ley
que en definitiva venga a sustituirlo, también entendemos que la posi-
bilidad de pretender obtener exactamente el mismo resultado, pese
a la anulacion de un decreto-ley mediante una retroactividad com-
pleta de la ley tramitada y gue venga .a sustituirlo, nos parece total-
mente inaceptable por constituir un claro caso de fraude a la Cons-
titucién y de ser asimismo un supuesto tipico de abuso de ley.

En efecto, 1o que no puede en modo alguno hacer tal ley es ignorar
el pronunciamiento constitucional que pueda haber hecho, en su caso,
el propio Tribunal Constitucional. Ello es ilegitimo y constituye en
nuestra, opinién una utilizacién indebida de la posible retroactividad
de las normas, pretendiendo que la situacién no ha cambiado desde
que se produjo el fallo constitucional, cuando lo cierto es que la reali-
dad ha cambiado puesto que precisamente habria un fallo del pro-
pio Tribunal Constitucional. Lo contrario seria tanto como admitir
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que el proceso ante el Tribunal Constitucional es inutil, porque diga
lo que diga, el resultado va a seguir siendo el mismo, lo cual eviden-
temente es inadmisible, y seria dar un rodeo a la propia Constitucion,
yva que se trataria de un acto realizado al amparoc de una norma (la
ley de sustitucién) que persigue un acto contrario al Ordenamiento
juridico (integrado, en tal caso, por la sentencia del Tribunal Consti-
tucional), por lo que se crea un evidente punto fraudulento de cone-
xién que, por tanto, no impedira la debida aplicacién de la norma (la
sentencia del Tribunal Constitucional) que se hubiera tratado de
eludir.

No puede haber una sentencia inutil del Tribunal Constitucional.
Esto es ilegitimo y ademas del fraude a que hemos hecho referencia,
daria lugar también a un claro casc de abuso. (En otra ocasién hemos
defendido que en Derecho pﬁbliéo, y como consecuencia del principio
de legalidad, fraude.y abuso tienden a aproximarse). Y ello con todas
las consecuencia a que dé lugar el abuso. Ademas de ello, dar absoluta
retroactividad a la ley que ocupe el campo del decreto-ley supone
también eliminar sin mas todos los limites del decrsto-ley. ‘

~Por tanto, y como conclusion de este parte, hemos de sefialar que, en
nuestra opinién, cabe que en sustitucion de un decreto-ley, anulado por
extralimitacién, se dicte ley con idéntico contenido al decreto-ley anu-
lado, sin que se comunique, en modo alguno, tal anulacion. Pero no
cabe, sin embargo, que se utilice esa ley de sustitucién, para falsear
la realidad, ordenando las relaciones juridicas derivadas del decreto-
ley durante el lapso de tiempo que media enfre ambos actos norma—,'
tivos, como si nada hubiera pasado, como si la sentencia del Tribu-
nal Constitucional, de anulacién del decreto-ley, no hubiera tenido
lugar. Eso es un imposible juridico que faltaria a la mas elemental
verdad, vy que se podra reputar fraudulento y abusivo. El abuso y el
fraude son, pues, claros limites a la retroactividad de las normas. Las
sentencias del Tribunal Constitucional nacen para ser efectivamente
cumplidas, sin que sea constitucionalmente admlslble mngun mala-
barismo o juego que conduzca a soluciones que. supongan. ‘menoscabo
0 menosprecio de tan alta institucidon, y ello ocurriria si, en deﬁmtwa,
las sentencias no tuvieran auténtica efectividad.

" Hasta aqui, pues, hemos sefialado los aspectos mas llamativos de
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre los decretos-leyes,
planteandose ahora la necesidad de destacar las lineas principales,

N~
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segin est‘ay”jurisprudencia-, de cara a una futura utilizacién del decre-
to-ley. v
En este sentido hemos de destacar:

1.° Los decretos-leyes son un medio legitimo y util de gobernar,
afirmandose una linea de a;mpliacién de su campo de aplicacién, espe-
cialmente cuando se exige una actuacion normativa inmediata, e in-
clusive cuando méas ‘simplemente «las coyunturas econdmicas exigen
una rapida respuesta», situacién esta altima méas amplia y flexible
que la anterior, ya que, como el propio Tribunal Constitucional ha
sefalado, aqui basta una rapida respuesta, lo que supone una espe-
cificaciéon méas amplia del concepto urgenma cuando se trata de aten-
der a la coyuntura economlca

. 2.0 En principio, en este juicio, hay que atender vy da,r por vahdas
momentaneamente, las razones que aduzca el Gobierno, o en palabras
del Tribunal Constitucional, en su primera sentencia: <«El peso que
la apreciacion de lo que haya de considerarse como caso de éxtraor—
dinaria y urgente necesidad es forzoso conceder al juicio puramente
politico de los érganos a los que incumbe la direccién _politica del
Estado .» Se reconoce, pues, un determinado «peso», es decir, en tér-
minos mas habituales, se reconoce que, en principio, la emanacién
es valida, y que la prueba de que no ex1ste situacién de urgencia exige
una demostramon palpable, y pars ello se establece como medio de

: comprobamon de este concepto juridico indeterminado la propia

comprobacion por el Tribunal Constitucional de que la situacién
efectivamente era urgente. Y, ademas, comprobar si la respuesta
normativa dada era cohgruente con tal situacién de necesidad. Y
en esta linea, se sefiala que si bien «no queremos decir que todos
los decretos-leyes, que son “disposiciones legislativas provisionales”,
segun el texto del articulo 88 de la Constitucion, tengan gque quedar
necesariamente sometidos a un plazo temporal de vigencia, pues ésta
no seria una conclusién correcta, en cambio se puede afirmar que no
existe la necesaria adecuacién entre la situacion de necesidad habili-
tante- y la regulacién normativa producida, si-a causa... se estable-
ciera - una regulacion,... que adquiriera caracter permanente y nor-
mal».

Una cosa seré, pues, que se admite un fumus bonis iuris en favor
del Gobierno, y otra cosa distinta seria pretender que el Tribunal Cons-
titucional no pueda contrastar la situaciéon de urgencia. Puede y debe
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hacerlo, y, ademas, comprobando si el medio adecuado ha sido el
correcto.

3.° Hay gue destacar, asimismo, que esta ampliacion, via flexibi-
lidad del campo de actuacion de los decretos-leyes, tiene naturalmen-
te sus limites, y muy concretamente el limite que supone tratar de
impedir que estos decretos-leyes se instalen en nuestro Ordenamien-
to como un sistema alternativo de legislar, que pasaria asf a ser un
sistema también ordinario de legislacién. Una cosa sera la ampliacién
del campo de aplicacién de este instrumento normativo, y otra cosa
‘sera que nos encontremos ante una potestad legislativa ordinaria y
comun, que ademas actuaria como alternativa a la anterior.

4.° Los decretos-leyes son actos con fuerza de ley, pero no son
leyes, y de esto se extraen importantes consecuencias, especialmente
en cuanto al control sobre estos actos, de acuerdo con lo dispuesto
en el Reglamento del Congreso de los Diputados, y, sobre todo, en
cuanto a la eficacia de los actos dictados en aplicacién de un decreto-
ley, puesto que si eventualmente ocurriera que se considerara que el
‘Gobierno ha dictado un acto normativo con fuerza de ley, pero extra-
limitado y, consecuentemente, ocurriera que se anulara tal decreto-ley,
la conclusion es que no podrian sin méas ser convalidados, via retroac-
tividad, ya que podria dar lugar a un caso de fraude constitucional.
Y. naturalmente, esto no podria tener lugar jamas si el acto originario
fuera una ley, aun tramitada por el procedimiento de urgencia.

En esta linea argumental insiste nuestro Tribunal Constitucional,
destacando la posibilidad de abuso del decreto-ley, concretamente se-
fialando gue «si conviene mantener la distincién entre actos con fuerza
de ley, y leyes en sentido propio, ello es también por la conveniencia
de no alterar el orden constitucional normal de elaboracién de las
normas, impidiendo que soslaye el procedimiento ordinario de elabo-
racién de las leyes a través de una utilizacién abusiva del decreto-ley».

5° En suma, que en la jurisprudencia creadora que caracteriza
al Tribunal Constitucional, se va modulando una tesis cada vez mas
apegada a las necesidades de la vida real y de la gobernabilidad del
pais, sin perjuicio de atender a los necesarios limites impuestos por la
Constitucion, perfilandose este instrumento normativo como una dis-
positivo util, no exento de peligro, del que ningin Gobierno, dentro
de nuestra Constitucién y de nuestra tradicién juridica, puede pres-
cindir.

468



LOS DECRETOS-LEYES EN LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL ESPANOLA

BIBLIOGRAFIA

Sobre el tema de los decretos-leyes, en Espafia, es capital el libro de J. Saias,
-Los Decretos-leyes en la Constitucién espafiola de 1978, Ed. Civitas, Madrid, 1879;
asimismo, vid. E. Garcia pe EnTErrfa y T. R. Fenwinoez: Curso de Derecho Admi-
nistrativo, 3.2 ed., Madrid, 1978, pp. 140 y ss., donde se encuentra una reflexién
general sobre este instrumento normativo, Sobre el régimen que tradicionalmente
han tenido en Espaiia, vid. J. Satas: Los Decretos-leyes en el Ordenamiento Ju-
ridico Espafial: En torno a la urgencia, numero 51 de esta Revista, pp. 41 y ss., ¥
‘también puede consultarse P. GonziLez MaRINas: Aspectos de la problemdtica del
Decreto-ley en el Ordenamiento Espaiiol, «<BADAF», 42, pp. 397 y ss. Sobre la
urgencia, vid., ademas de las obras citadas, M. CraveRc AREvaLo: Ensayo de una
teoria de la urgencia en el Derecho Administrativo, en esta Revista. Asimismo, con
cardcter mas general, vid. GascoOn HernNANDEZ: Problemas actuales del Decreto-ley,
en el numero 15 de esta Revista, y la obra de QuinteERo: Los decretos con valor
de ley. Madrid, 1958. Vid., asimismo, GOMez-Aceso: El ejercicio de la funcion le-
gislativa por el Gobierno: Leyes delegadas y Decretos-leyes, en niimero 8 de esta
Revista. Una ultima aportacion en E. Linpe: Ley y Reglamento en la Constitu-
cion, UNED. Lecturas sobre la Constitucién espafiola. Sobre la retroactividad de
las disposiciones en Derecho Publico, vid. E. Garcfa pE Externia y T. R. FERNANDEZ:
Curso de Derecho Administrativo; F. Lépez Menupo: El principio de retroactividad
en las normas juridico-administrativas, Sevilla, 1982, v E. AroNso Garcfa: <« Fs
retroactiva la Constitucién?s, en el Libro-homenaje al profesor Garcia-Trevijano,
CUNEFIJEAL, Madrid, 1¢83.

469






	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 100 Enero-Diciembre 1983
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	E. G. de E.. Cien números de la Revista de Administración Pública
	SUMARIO
	PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y ORDENAMIENTO JURÍDICO
	Alonso García, E.. El principio de igualdad del artículo 14 de la Constitución Española
	Alonso Olea, M. La jurisprudencia lenta y suave del Tribunal Constitucional
	Arias Senoseain, M.. La larga marcha desde la Constitución al ciudadano medio. Vigencias formales y vigencias reales
	Carretero Pérez, A.. Precisiones sobre la facultad de iniciativa legislativa del Consejo General del Poder Judicial
	Carro Martínez, A.. La democracia verdadera
	Cazorla Prieto, L. M.. En torno al Decreto-ley en materia tributaria
	García de Enterría, E.. El ordenamiento estatal y los ordenamientos autonómicos: sistema de relaciones
	González Navarro, F.. La «Norma Fundamental» que confiere validez a la Constitución Española y al resto del Ordenamiento español
	López Rodó, L.. El principio de igualdad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional
	Martín Mateo, R.. El sistema estatutario
	Nieto, A.. Peculiaridades jurídicas de la norma constitucional
	Rubio Llórente, F.. Rango de Ley, Fuerza de Ley, Valor de Ley
	Salas, J.. Estatutos de Autonomía, Leyes Básicas y Leyes de armonización
	Sobiano García, J. E.. Los Decretos-leyes en la Jurisprudencia constitucional española
	Tornos Mas, J.. La relación entre la Ley y el Reglamento: Reserva legal y remisión normativa. Algunos aspectos conflictivos a la luz de la jurisprudencia constitucional
	Villar Palasí, J. L.. Consideraciones sobre el sistema jurídico

	LIBERTADES PÚBLICAS
	Embid Irujo, A.. El derecho de reunión y su protección. Referencia especial a la protección judicial
	Gómez-Reino y Carnotta, E.. El secreto profesional de los periodistas
	Jiménez-Blanco Carrillo de Albornoz, A. El derecho fundamental a la objeción de conciencia en la República Federal de Alemania
	López Ramón, F.. Reflexiones sobre la libertad profesional

	DERECHO ADMINISTRATIVO
	Brewer-Carias, A. R.. El concepto de Derecho administrativo en Venezuela
	Gallego Anabitarte, A.. Las asignaturas de Derecho político y administrativo: El destino del Derecho público español
	Martín del Burgo y Marchán, A.. La Administración asediada
	De la Morena y de la Morena, L.. Derecho administrativo e interés público. Correlaciones básicas

	POSICIÓN JURIDÍCA DE LA ADMINISTRACIÓN
	En general
	Bassols Coma, M.. Instituciones administrativas al servicio de la Corona.- Dotación, Casa de S. M. el Rey y Patrimonio Nacional
	Gálvez Montes, J.. Colegios profesionales y tarifas de honorarios de ingenieros
	López Garrido, D.. La posición constitucional de las Fuerzas Armadas
	Morell Ocaña, L.. La personificación y otorgamiento de «Status» en el Derecho administrativo. Rasgos generales del «status» de los entes administrativos

	Actos. Discrecionalidad
	Boquera Oliver, J. M.. Grados de ilegalidad del acto administrativo
	Coca Vita, E.. Legalidad constitucional, exclusión de control judicial y discrecionalidad técnica
	Martín-Retortillo Baquer, L.. Del control de la discrecionalidad administrativa al control de la discrecionalidad judicial

	Expropiación
	Escuín Palop, V. M.. La intervención del beneficiario en el procedimiento expropiatorio
	Parada Vázquez, J. R.. Expropiaciones legislativas y garantías jurídicas

	Responsabilidad
	Carro Fernández-Valmayor, J. L.. Sobre responsabilidad administrativa y coacción directa

	Control judicial
	Cano Mata, A.. Emplazamiento a codemandados y coadyuvantes en los procesos regulados por la Ley contenciosa de 27 de diciembre de 1956
	Cosculluela Montaner, L. M.. El recurso en interés de la Ley
	González-Berenguer Urrutia, J. L.. La futura Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa
	González Pérez, J.. La pluralidad de partes en el proceso administrativo
	Mendizábal Allende, R. de. Lo función jurisdiccional del Tribunal de Cuentas
	Montoro Puerto, M.. Apuntes en tomo a la legitimación en algunos procesos constitucionales
	Nava Negbete, A.. Días y trabajos del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Distrito Federal de México
	Ortega Alvabez, L.. La coacción institucional para desistir del acceso al Juez
	Prieto de Pedro, J.. Los requisitos de la garantía de emplazamiento eficaz de los interesados en el recurso contencioso-administrativo
	Reyes Monterreal, J. M.. Reconocimiento de personalidad por la Administración y la posterior impugnación por ésta en vía contenciosa
	Rodríguez-Zapata y Pérez, J.. Desviación de poder y discrecionalidad del legislador:
	Sánchez Blanco, A.. La unidad de doctrina en la jurisprudencia contencioso-administrativa
	Sánchez Isac, J.. El dictamen previo de Letrado y el acuerdo de interposición en el recurso de apelación
	Santamaría Pastor, J. A.. Tutela judicial efectiva y no suspensión en vía de recurso
	Vivancos, E.. Audiencias territoriales y Estatutos de Autonomía


	ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN
	Agentes públicos
	Fernández-Carnicero González, C. J.. La burocracia como tradición
	Fernández Pastrana, J. M.. Las incompatibilidades de los funcionarios. La Ley 20/1982, de 9 de junio
	Sainz Moreno, F.. Ejercicio privado de funciones públicas

	Organización territorial. En general
	Baena del Alcázar, M.. La descentralización en Francia. Algunos puntos de conexión con las Autonomías españolas
	Muñoz Machado, S.. Los principios constitucionales de unidad y autonomía y el problema de la nueva planta de las Administraciones Públicas

	Administración del Estado
	Martín-Retortillo Baquer, S.. La creación de la Dirección General de lo Contencioso
	Piñar Mañas, J. L.. La Administración periférica civil del Estado
	Rodríguez Vázquez de Prada, V.. La reforma administrativa en los Estados Unidos

	Comunidades Autónomas
	García-Trevijano Garnica, J. A.. Aspectos sobre las transferencias de potestades a las Comunidades Autónomas: el artículo 180 de la Ley del Suelo
	Garrido Falla, F.. Algunas cuestiones del Estado de las Autonomías
	Guaita Martorell, A.. La Administración del Estado en las Comunidades Autónomas
	Lliset Borrel, F.. La determinación de las competencias de las Comarcas en Cataluña
	Meilán Gil, J. L.. Legalidad constitucional y legalidad administrativa en la actuación de las Comunidades Autónomas
	Sánchez Morón, M.. Las Comunidades Autónomas y la estructura de la Administración Local

	Provincias
	Bourgon Tinao, L. P.. La naturaleza de la provincia en Canarias
	Clavero Arévalo, M, F.. La provincia ante una encrucijada histórica en el ciento cincuenta aniversario de su creación 1833-1983

	Municipios
	Castells Arteche, J. M.. La nueva problemática de las alteraciones territoriales municipales
	Leguina Villa, J.. Gobierno municipal y Estado autonómico
	Morell Ocaña, L., y López-Font Márquez, J. F.. Las Juntas municipales en el régimen local del siglo XIX
	Sosa Wagner, F.. La autonomía municipal


	DERECHOS REALES
	Bocanegra Sierra, R.. Sobre algunos aspectos de la desafectación de comunales
	Carceller Fernández, A.. legislación de puertos. Interés actual de este ordenamiento
	Escribano Collado, P.. Las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de Puertos
	Ortiz Díaz, J.. Las Confederaciones Hidrográficas y las Comisarías de Aguas ante las modificaciones de nuestro Ordenamiento Jurídico
	Parejo Alfonso, L.. Dominio público: un ensayo de reconstrucción de su teoría general

	ACCIÓN SINGULAR DE LA ADMINISTRACIÓN
	En general
	Fernández Rodríguez, T. R.. Las obras públicas
	Martín Rebollo, L.. De nuevo sobre el servicio público: Planteamientos ideológicos y funcionalidad técnica

	Seguridad y salubridad públicas
	Fernández Farreres, G.. Principio de legalidad y normativa sobre medidas de seguridad y vigilancia en Bancos, Cajas de Ahorro y otras Entidades
	Molina del Pozo, C. F. El derecho de los consumidores y usuarios a la protección de la salud y seguridad

	Educación
	Gutiérrez Reñón, A.. El futuro de las Universidades públicas. ¿Fundaciones públicas o autogestión?

	Ordenación del territorio y medio ambiente
	Arcenegui Fernández, I. E.. La protección del medio ambiente a la luz de la legislación minera del Estado y de la Ley 12/1981, de 24 de diciembre, de la Generalidad de Cataluña
	Argullol Murgadas, E.. Sobre el control urbanístico de las obras de iniciativa pública
	Larumbe Biurrun, P. M.. Algunas reflexiones sobre el artículo 180 de la Ley del Suelo
	Moderne, F.. Los colectividades locales y el urbanismo en Francia en el marco de la nueva descentralización
	Pérez Moreno, A.. Reflexiones sobre la sustantividad del derecho ambiental

	Intervención en la economía
	Ariño Ortiz, G.. La indemnización en las nacionalizaciones
	Font i Llovet, T.. La empresa pública agraria
	Pérez Tenessa, A.. El control de cambios
	Serrano Alberca, J. M.. Disposiciones armonizadoras en materia económica, con referencia a tos vías de comunicación terrestre. Carreteras

	Seguridad Social
	Ruiz-Jarabo Ferrán, E.. Patrimonio y seguridad social


	ÍNDICE DE AUTORES




